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Providencia:
 Auto 2ª Instancia – 16 de agosto de  2018

Radicación Nro. :
 66682-31-03-001-2017-000318-01

Proceso:

 Pertenencia

Demandante: 

 Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao
Demandado:
 
 Sociedad Montaña Construcciones SAS en liquidación
Magistrada Ponente: 
 Claudia María Arcila Ríos

Temas:

AGENTE ESPECIAL INTERVENTOR DE LA SOCIEDAD DEMANDADA/ FUNCIONES/ RESOLUCIÓN 1167 DEL 10 DE MAYO DE 2017/ LEY 66 DE 1986/ NO SE LE OTORGA FUNCIONES JUDICIALES, SINO ADMINISTRATIVAS/ CONFLICTO DE COMPETENCIA/ JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL COMPETENTE PARA CONTINUAR CONOCIENDO DEL PROCESO.

Agrega que todas las personas interesadas deben hacer valer sus derechos frente al agente especial designado, quien goza de amplias facultades para ejercer la representación legal de la sociedad intervenida, además de dirimir las controversias e intereses suscitados entre “las personas parte” y se sustenta en el artículo 14 de la ley 66 de 1968, que ordena prevenir a los deudores  de la persona de cuyos haberes o negocios se ha tomado posesión, o cuya liquidación se haya ordenado, “y a todos los que tengan negocios con ella, inclusive juicios pendientes, de que deben entenderse con el Superintendente Bancario o su agente especial, como su único representante”. De esos argumentos tampoco hay cómo deducir que el juzgado que conoce de este asunto haya perdido la competencia para conocerlo y la haya adquirido el agente especial que representa a la sociedad demandada.

(…)
6. A la misma conclusión se llega de la petición que para que le fuera remitido el expediente por competencia, reiteró el 4 de diciembre del año anterior, con fundamento en las facultades otorgadas por la Resolución 1167 del 10 de mayo de 2017, que ordenó tomar inmediata posesión para administrar los negocios, bienes y haberes de La Montaña Construcciones SAS y lo designó como agente especial para la administración, pues ese acto administrativo no le otorga facultad alguna para conocer de proceso como este, lo que no resultaba posible en razón a que lo relacionado con la competencia es decisión privativa del legislador, como forma de garantizar el debido proceso consagrado elevado a la categoría de derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Nacional y que atrás se transcribió parcialmente.

(…)
7. Por último, la ley 66 de 1986 que regula lo relacionado con la toma de posesión de los negocios, bienes y haberes de las personas jurídicas o naturales que se ocupen de las actividades de urbanización, construcción, en el artículo 16 dice que cuando el Superintendente Bancario haya tomado posesión de los negocios, bienes y haberes de una persona natural o jurídica con el objeto de administrarlos, deberá designar un agente especial para el efecto. Es decir, que las facultades de este último son meramente administrativas, no judiciales. 

(…)
8. Así las cosas, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para continuar conociendo de este proceso al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. Al agente especial de la sociedad demandada se le informará el contenido de esta decisión.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto dieciséis (16) de dos mil dieciocho (2018)

Radicación No. 66682-31-03-001-2017-000318-01
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia que se ha suscitado entre el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y el agente especial de la sociedad Montaña Construcciones SAS en liquidación, a propósito del conocimiento del proceso de pertenencia que instauraron los señores Mauricio González Suárez y Luz Elena Bautista Henao contra la citada sociedad, el señor Martín Emilio Benjumea Pérez y demás personas indeterminadas.  

A N T E C E D E N T E S 

1. Con la acción instaurada pretenden los demandantes se declare que les pertenece el dominio pleno y absoluto del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-63744 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal, al haberlo adquirido por prescripción extraordinaria; se declare extinguida la hipoteca constituida a favor del señor Martín Emilio Benjumea Pérez sobre el bien a usucapir; se ordene la inscripción del fallo ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal y se condene en costas a la parte demandada, en caso de oposición.  

2. Por auto del 7 de junio de 2017 se admitió la demanda y entre otras cosas, se ordenó notificar esa providencia al agente especial interventor de la sociedad demandada.
3. Este, en varias oportunidades, requirió al Juzgado para que suspendiera el trámite y le remitiera el expediente por competencia, con fundamento en una serie de disposiciones que consideró aplicables al caso, de las que concluye que el juzgado perdió competencia para conocer del asunto, el que debe ser “sometido a la toma de posesión designada por la autoridad municipal competente”, en razón a las amplias facultades con que cuenta para administrar la sociedad demandada.
4. Esas solicitudes fueron negadas por el juzgado que conoce del asunto, en síntesis, porque las funciones del agente especial interventor, de acuerdo con la Resolución No. 1167 del 10 de mayo de 2017, expedida por la Secretaría de Gobierno del municipio de Santa Rosa de Cabal, son netamente administrativas, no jurisdiccionales; además, que los procesos declarativos, como lo  los de pertenencia, no se encuentran cobijados por la referida resolución, que únicamente incluye los de ejecución.
5. Mediante proveído del pasado 26 de junio, la funcionaria de primera sede, en atención a nueva solicitud del agente especial interventor para que le remitiera el expediente
, provocó el  conflicto positivo de competencia que ahora se decide, con fundamento en la sentencia dictada por esta Sala, en la acción de tutela que promovió el citado señor contra el despacho a su cargo, cuya copia se incorporó a la actuación. 
C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto positivo de competencia suscitado entre el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y el agente especial interventor de la Sociedad Montaña Construcciones S.A.S. en liquidación, de conformidad con el inciso 5º del artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto). 


Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones.
3. En relación con los procesos de pertenencia, el numeral 7º del artículo 28 del Código General del Proceso prevé que es competente para conocer de ellos, de modo privativo, el juez del domicilio del lugar donde estén ubicados los bienes, y si se hallan en distintas circunscripciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante. Además, el artículo 26 de la misma obra, manda que en los mismos procesos, la cuantía se determina por el avalúo catastral del inmueble.
El bien de que se trata se encuentra ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, y su avalúo catastral asciende a $339.243.000; fue por eso que  los demandantes presentaron su demanda ante el juez del municipio y categoría que correspondía y la titular del Juzgado Civil del Circuito de esa localidad decidió admitirla.
4. El agente especial interventor de la sociedad demandada, en escrito presentado al juzgado el 16 de agosto de 2017, considera que él es quien debe decidir el asunto de conformidad con los artículos 16, 17, 18, 20, 23 y 291 de la ley 66 de 1998 y el 116 de la ley 663 de 1993, algunos de los cuales transcribe, que le otorgan facultades de administración y funciones públicas transitorias. Aduce que  los actos administrativos que emita, por medio de los cuales  se han de reconocer las personas interesadas para intervenir en el proceso y los actos idóneos para adelantar la toma de posesión, la atención y administración de bienes de la intervenida, exigen suspender el proceso de pertenencia, pues el asunto ha salido de la órbita judicial para ser sometido a la toma de posesión “designada” por la autoridad municipal correspondiente.
Sin embargo, observa la Sala que ninguna de esas disposiciones le otorga funciones judiciales, sin que las facultades de administrador o las que le permiten ejercer funciones públicas, le confieren la competencia para conocer de este asunto.
5. En memorial que presentó el mismo señor el 25 de septiembre del año citado, insistió en sus argumentos acerca de las facultades conferidas por la ley como agente especial interventor, dentro de las cuales se encuentra la de ser juez del proceso, incluso en asuntos distintos a los ejecutivos. Empero, no cita el peticionario cuál es el precepto que le otorga la competencia para conocer de ellos.
Agrega que todas las personas interesadas deben hacer valer sus derechos frente al agente especial designado, quien goza de amplias facultades para ejercer la representación legal de la sociedad intervenida, además de dirimir las controversias e intereses suscitados entre “las personas parte” y se sustenta en el artículo 14 de la ley 66 de 1968, que ordena prevenir a los deudores  de la persona de cuyos haberes o negocios se ha tomado posesión, o cuya liquidación se haya ordenado, “y a todos los que tengan negocios con ella, inclusive juicios pendientes, de que deben entenderse con el Superintendente Bancario o su agente especial, como su único representante”. De esos argumentos tampoco hay cómo deducir que el juzgado que conoce de este asunto haya perdido la competencia para conocerlo y la haya adquirido el agente especial que representa a la sociedad demandada.
Lo mismo se predica de sus afirmaciones, en cuanto dice que tan amplias son sus facultades, que a solicitud suya, la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal inscribió la medida de toma de posesión en el inmueble objeto de esta acción; se han levantado los gravámenes hipotecarios que pesan sobre el mismo y se le previno para que se abstenga de inscribir acto que afecte el dominio de los bienes de propiedad del intervenido. 

6. A la misma conclusión se llega de la petición que para que le fuera remitido el expediente por competencia, reiteró el 4 de diciembre del año anterior, con fundamento en las facultades otorgadas por la Resolución 1167 del 10 de mayo de 2017, que ordenó tomar inmediata posesión para administrar los negocios, bienes y haberes de La Montaña Construcciones SAS y lo designó como agente especial para la administración, pues ese acto administrativo no le otorga facultad alguna para conocer de proceso como este, lo que no resultaba posible en razón a que lo relacionado con la competencia es decisión privativa del legislador, como forma de garantizar el debido proceso consagrado elevado a la categoría de derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Nacional y que atrás se transcribió parcialmente.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional
:

“4.2.1. De manera reiterada la jurisprudencia constitucional ha señalado que en razón de la cláusula general de competencia a que se refieren los numerales 1° y 2° del artículo 150 de la Constitución Política, corresponde al Legislador regular los procedimientos judiciales y administrativos, especialmente lo relacionado con la competencia de los funcionarios, los recursos, los términos, el régimen probatorio, las cuantías, entre otros… (resaltado ajeno al texto original).
 
4.2.3. Esta competencia, según lo ha señalado esta Corporación, “le permite al legislador fijar las reglas a partir de las cuales se asegura la plena efectividad del derecho fundamental al debido proceso (artículo 29 C.P.), y del acceso efectivo a la administración de justicia (artículo 229 C.P.). Además, son reglas que consolidan la seguridad jurídica, la racionalidad, el equilibrio y finalidad de los procesos, y permiten desarrollar el principio de legalidad propio del Estado Social de Derecho
. Y […] mientras el legislador, no ignore, obstruya o contraríe las garantías básicas previstas por la Constitución, goza de discreción para establecer las formas propias de cada juicio, entendidas éstas como ‘el conjunto de reglas señaladas en la ley que, según la naturaleza del proceso, determinan los trámites que deben surtirse ante las diversas instancias judiciales o administrativas’”
.
7. Por último, la ley 66 de 1986 que regula lo relacionado con la toma de posesión de los negocios, bienes y haberes de las personas jurídicas o naturales que se ocupen de las actividades de urbanización, construcción, en el artículo 16 dice que cuando el Superintendente Bancario haya tomado posesión de los negocios, bienes y haberes de una persona natural o jurídica con el objeto de administrarlos, deberá designar un agente especial para el efecto. Es decir, que las facultades de este último son meramente administrativas, no judiciales. Así además lo expresó la Superintendencia de Sociedades en concepto 53504 del 30 de junio de 1999
:
  

“…vale la pena recordar que la toma de posesión, puede ser decretada para liquidar o administrar los negocios, bienes y haberes de la persona natural o jurídica que ha desarrollado la actividad de vivienda de acuerdo a los presupuestos del artículo 12 de la Ley 66 de 1998. Es importante su determinación, por cuanto de ello depende las facultades y atribuciones tanto del organismo que ejerce la vigilancia y control como del agente especial designado para el efecto, pues mientras el proceso liquidatorio persigue la pronta realización de los activos sociales para proceder al pago gradual y rápido del pasivo a cargo del intervenido, de conformidad con el proceso previsto en la Ley 66 de 1968 y normas concordantes, la toma de posesión para administrar tiene como finalidad la pronta recuperación de los negocios sociales, mediante medidas y decisiones conducentes al normal desarrollo del objeto social con el fin de subsanar las causales que dieron origen a la medida, para posteriormente devolver los bienes al intervenido…”.
8. Así las cosas, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para continuar conociendo de este proceso al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. Al agente especial de la sociedad demandada se le informará el contenido de esta decisión.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E :

1º. Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal el competente para continuar conociendo del proceso a que se refiere este proveído.

2º. En firme este auto, remítase el expediente al mencionado despacho e infórmese de la decisión adoptada al agente especial interventor de la sociedad demandada.
Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 





DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ





Secretario











� Folio 302 a 303, cuaderno principal.


� C-507 de 2014
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� Tomado de la página www.supersociedades.gov.co
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